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I.
RESUMEN

1. El presente informe se refiere a la petición 578-03 cuyas actuaciones fueron iniciadas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo “Comisión Interamericana”, “Comisión” o “CIDH”), en virtud de la presentación de una petición recibida el 4 de agosto de 2003 por parte del señor Miguel Millar Silva (en adelante, “el peticionario”), en contra de la República de Chile (en adelante, “Chile” o “el Estado”). El 27 de julio de 2004, con la anuencia del peticionario, se presentaron como copeticionarios Gustavo Gómez (de AMARC-ALC) y Francisco Cox, en representación del Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL). El peticionario alega que el Estado violó la obligación de respetar los derechos y los derechos a la libertad de expresión y a la igualdad ante la ley, contenidos en los artículos 1.1, 13 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención Americana”), en su perjuicio como director de la radio, así como en perjuicio de Narciso Nahuelquín Lepío (productor de la radio), Patricia Cocq, Luis Jerez, Carolina Leyton, Soledad Lorca, Vanesa Mancisidor, Marcia Paredes, Alejandra Venegas (todos ellos periodistas de Radio Estrella de Mar), Genaro Barría, Eduardo Carimoney, Mabel Chiguay Carimoney, Rodrigo Levicoy, Palmenia Saldivia y Marcos Silva (todos ellos pertenecientes a organizaciones civiles y sindicatos que utilizan la radio para informar a la comunidad) y de la sociedad en general.
2. El peticionario explicó que la Radio Estrella del Mar está situada en una pequeña población ubicada en la Isla de Melinka, al sur de Chile. La Isla tiene problemas de accesibilidad y conectividad. El peticionario alegó que la Isla de Melinka presenta serias limitaciones en el aspecto institucional como consecuencia de dicho aislamiento, con una ausencia virtual de órganos de la Administración Central y del Poder Judicial. El peticionario alega que esta situación, “dificulta la satisfacción de necesidades básicas de la población”. 
3. El peticionario explicó que en la Isla de Melinka la energía eléctrica es provista por la Municipalidad a través de equipos electrógenos de su propiedad y que existen dos sistemas de provisión de energía: uno restringido de horario amplio que permite recibir energía en forma gratuita de las ocho de la mañana a las doce de la noche, y uno amplio de horario restringido que está sujeto al pago por consumo y funciona de seis de la tarde a doce de la noche. 

4. De acuerdo al relato del peticionario, la Radio Estrella del Mar, de la cual es director, fue excluida de la provisión del servicio de energía eléctrica en su modalidad de horario amplio. Alegó que eso se debió a la animosidad del Alcalde en relación a la línea editorial de la radio. Estimó que dicha discriminación comporta una violación de los artículos 13 (libertad de expresión) y 24 (igualdad ante la ley) de la Convención Americana. 
5. El Estado no presentó observaciones a la petición. 
6. La Comisión Interamericana concluye que es competente para decidir sobre el reclamo presentado por el peticionario, el que es admisible a la luz de lo dispuesto en el artículo 46 de la Convención Americana, en cuanto a las violaciones que se alegan de los derechos reconocidos en los artículos 13 y 24 con relación con el 1.1 de la Convención Americana. En consecuencia, la Comisión decide notificar a las partes, continuar con el análisis de fondo en lo relativo a las presuntas violaciones a la Convención Americana, publicar el presente Informe de Admisibilidad e incluirlo en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
7. La petición fue recibida en la CIDH el 4 de agosto de 2003. El 30 de septiembre de 2003 la petición fue remitida al Estado, y se le otorgó un plazo de dos meses para entregar sus observaciones. El 14 de junio de 2009, se reiteró la comunicación al Estado con el objeto de que presente observaciones, y se le otorgó un plazo de un mes para hacerlo. El Estado no presentó observaciones sobre la petición. El 16 de junio de 2009 el peticionario presentó información adicional. 

III.
POSICIONES DE LAS PARTES


A.
Posición del peticionario
8. El peticionario explicó que la Radio Estrella del Mar está situada en una pequeña población de cerca de 1400 habitantes
 ubicada en la Isla de Melinka, al sur de Chile, que pertenece a  la comuna de Las Guaitecas. La Isla de Melinka tiene problemas de accesibilidad y conectividad. En este sentido, el peticionario explicó que la Isla se encuentra a más de seis horas en barco del puerto de Quellón, una travesía que la barcaza “Alejandrina” hace una vez por semana. Asimismo, dicha barcaza hace la “Ruta Cordillera”, que en más de treinta horas une a la Isla de Melinka con el Puerto de Chacabuco. 
9. El peticionario alegó que la Isla Melinka presenta serias limitaciones en el aspecto institucional como consecuencia de dicho aislamiento, con una virtual ausencia de órganos de la Administración Central y del Poder Judicial. Esto, a criterio del peticionario, dificulta la satisfacción de “necesidades básicas de la población”. El peticionario explicó que la presencia de la Municipalidad de Las Guaitecas es “omnipresente” y “sin contrapeso”. 
10. El peticionario explicó que la Radio Estrella del Mar de Melinka fue fundada por el Obispado de Ancud y es operada por la Fundación Radio Estrella del Mar. La radio, cuenta con una Concesión de Radiodifusión Sonora de Frecuencia Modulada cuya titularidad pertenece al mencionado obispado y fue otorgada a través del decreto 234 de 1994 de la Subsecretaría de Telecomunicaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de Chile. El peticionario informó que, al momento en que se presentó la petición ante la CIDH, él fungía como director de la radio y que en la misma trabajaban 42 personas, 9 de las cuales son presentadas como presuntas víctimas en la presente petición. El peticionario explicó que Radio Estrella del Mar no sólo cumple con el rol informativo de otros medios de comunicación social, sino que también es un canal efectivo de comunicaciones entre los distintos actores y organizaciones locales, los que recurren a la Radio para difundir y comunicar sus opiniones, actividades e informaciones a sus asociados y al resto de la comunidad. 
11. El peticionario alegó que, debido a la situación de aislamiento de la Isla de Melinka, el suministro eléctrico de la población es realizado a través de motores electrógenos, de propiedad y administración de la Municipalidad. El peticionario explicó que existen dos regímenes de provisión del servicio eléctrico. Por un lado, un servicio de distribución restringido de horario amplio, desde las ocho de la mañana a las doce de la noche, que abastece a los servicios públicos y a un limitado número de viviendas de funcionarios e instituciones de servicio a la comunidad. Este servicio es prestado en forma gratuita por la Municipalidad. Por el otro, un servicio de distribución amplia pero de horario restringido que cubre todas las viviendas de Melinka en un horario de seis de la tarde a doce de la noche. Este servicio es facturado a los usuarios. El peticionario explicó que hasta poco antes de la petición, todos los medios de comunicación presentes en Melinka –dos canales nacionales y dos radios, Radio Estrella del Mar y la radio propiedad de la Municipalidad- recibían el suministro eléctrico por el sistema de distribución de energía eléctrica restringido, gratuito y de horario amplio. 
12. El peticionario alegó que en octubre de 1999, por instrucciones del Municipio, Radio Estrella del Mar fue conectada al sistema de horario restringido, mientras los otros medios de comunicación siguieron conectados al sistema de horario amplio. El peticionario alegó que el 16 de septiembre de 2000 envió una carta al Alcalde de Las Guaitecas, para que reestablezca el acceso al suministro eléctrico en horario amplio, tal como operaba respecto de los otros medios de comunicación de la Isla. El peticionario alegó que no obtuvo respuesta formal, aunque indicó que poco después el Alcalde habría dicho, en el marco del proceso judicial interno, que la exclusión de Radio Estrella del Mar se debió a motivos de orden técnico. Sin embargo, el peticionario señaló que Radio Estrella del Mar fue excluida del régimen amplio de suministro eléctrico por la visión negativa que el Alcalde tendría de la radio. 
13. En este sentido, el peticionario transcribió en su petición extractos de una entrevista realizada al Alcalde Luis Miranda de Chiguay  y publicada en febrero de 2001 por el periodista Víctor Godoy, en el marco de un sumario ordenado por el representante legal de la radio, relativo a las eventuales razones de uno de los atentados sufridos por la radio (infra párr. 15). Según el peticionario, el Alcalde habría manifestado en dicha entrevista que Radio Estrella del Mar estaría conspirando para que “la cosa tambalee” y que “hay dos bandos, derecha e izquierda. La radio está para el otro lado en una posición muy cochina, muy sucia, da pena”. El alcalde también habría dicho que el director tiene una actitud “hostil y mal intencionada” y solicitó al Obispo que “se dispongan medidas para detener la perniciosa actitud del Señor Millar”. En resumen, el peticionario consideró que la exclusión de Radio Estrella del Mar del suministro eléctrico en horario amplio y en forma gratuita fue una discriminación arbitraria de parte de los funcionarios públicos por no estar de acuerdo con la línea editorial de dicho medio de comunicación.
14. El peticionario denunció, además, una serie de hechos de hostigamiento contra miembros de la radio que sucedieron antes de que se restringiera el acceso de Radio Estrella del Mar al suministro de energía eléctrica, tales como la ocupación ilegal de las instalaciones por un funcionario municipal en septiembre de 1999; la interferencia de sus transmisiones por parte de un canal de televisión operado aparentemente sin los permisos pertinentes por parte de la Municipalidad; las amenazas recibidas por funcionarios de Radio Estrella del Mar, hechos ocurridos en octubre de 2000, entre otros.
15. El peticionario explicó que, ante esta situación, el 16 de septiembre de 2000, en su calidad de director de la radio, solicitó formalmente mediante una carta dirigida al señor Alcalde, que se extienda a Radio Estrella de Mar el beneficio de suministro eléctrico de horario extensivo de que disfrutan los demás medios de comunicación social presentes en Melinka. Según el peticionario, no se recibió ninguna respuesta formal a dicha solicitud.

16. Asimismo, el peticionario indicó que interpuso un recurso de protección ante la Corte de Apelaciones de Coyhaique en contra de la autoridad municipal. Asimismo, explicó que el 26 de diciembre de 2002 la Corte de Apelaciones desestimó y declaró sin lugar el recurso interpuesto por considerar que la decisión de la Municipalidad se tomó en “desempeño de funciones que le son propias y en uso, por ende, de facultades privativas”. Dicha sentencia fue apelada por el peticionario ante la Corte Suprema. Sin embargo, el 5 de febrero de 2003 la Corte Suprema confirmó la sentencia apelada. 
17. El peticionario indicó que en febrero de 2003, se comunicó con el Ministro Secretario General de Gobierno y con la Subsecretaría de Telecomunicaciones, quien el 4 de abril de 2003 respondió diciendo que “no existe injerencia de la normativa de telecomunicaciones”, por lo que declinó intervenir en el caso. El peticionario consideró que el ordenamiento jurídico interno no es suficiente para impedir la arbitrariedad de la autoridad pública en la materia. 
18. En relación al artículo 24 de la Convención Americana, el peticionario consideró que se violaron los derechos a la igualdad de oportunidades y a la no discriminación del director de la radio, del productor de la radio y de los comunicadores sociales que ejercen su derecho a la libertad de expresión a través de la Radio Estrella del Mar, así como de las demás personas que utilizaban la radio para informar a la comunidad o para recibir información. Según el peticionario, al cortar el suministro de luz y cobrarlo en condiciones distintas a los otros medios de comunicación, el Estado creó condiciones discriminatorias que benefician a medios estatales y violan la igualdad de oportunidades.

19. En relación al artículo 13 de la Convención Americana, el peticionario señaló que el accionar del Estado tiene un efecto silenciador de la expresión de ideas, pensamientos y opiniones a través de Radio Estrella del Mar. También consideró que se violó el derecho de la comunidad de Melinka a recibir información dado que la Radio Estrella del Mar es el único medio no estatal de información local. De acuerdo al peticionario, la discriminación en el acceso a la energía eléctrica, no es otra cosa que un mecanismo de control oficial sobre los medios de comunicación y una restricción de la libertad de expresión. A este respecto, el peticionario alegó que en la entrevista realizada al Alcalde (supra, párr. 14), el funcionario realizó diversas manifestaciones públicas contra la emisora que demuestrarían que la discriminación en el suministros de luz eléctrica, tiene por objeto principal acallar la voz de la Radio Estrella del Mar. 
20. Según el peticionario, el esquema de distribución de energía eléctrica a los medios de comunicación comporta un verdadero sistema de subsidios que se justifica por la situación de aislamiento de la Isla de Melinka. Sin embargo, según el peticionario, estos subsidios no pueden distribuirse discriminatoriamente y deben asignarse en condiciones de igualdad. Finalmente, el peticionario manifestó que no es suficiente con que se reconozca el derecho a fundar medios de comunicación si no se garantiza el acceso igualitario a los suministros básicos para operar dichos medios de comunicación.  
21. Finalmente, el peticionario alegó que las presuntas violaciones señaladas se produjeron en perjuicio de él mismo como director de la radio, de Narciso Nahuelquín Lepío como productor de la radio, de Patricia Cocq, Luis Jerez, Carolina Leyton, Soledad Lorca, Vanesa Mancisidor, Marcia Paredes, Alejandra Venegas como comunicadores/as sociales de la radio, en razón de que se vieron censurados en su labor informativa y su derecho a recibir información, y de Genaro Barría, Eduardo Carimoney, Mabel Chiguay Carimoney, Rodrigo Levicoy, Palmenia Saldivia y Marcos Silva en su calidad de miembros de organizaciones civiles y sindicatos, en razón de que se vieron mermados en su derecho a utilizar la radio para informar a la comunidad y a recibir información. Asimismo, el peticionario señaló que toda la población de la Isla Melinka también habría sido afectada en su derecho a recibir información.
B.
Posición del Estado

22. El Estado no presentó observaciones, a pesar de que la CIDH le reiteró el envío de las observaciones que considerare pertinentes (supra párr. 7).
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci

23. El peticionario está legitimado para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. En la petición se mencionan como presuntas víctimas a personas individualizadas respecto de las cuales el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al alegato sobre la consideración de la sociedad de la Isla Melinka como presunta víctimacabe destacar que, en general, la competencia de la Comisión en el trámite de casos individuales se refiere a hechos que entrañan los derechos de una persona o personas específicas
, es decir, una petición que contenga una denuncia de una violación concreta respecto de una persona determinada
. En función de lo expuesto, la sociedad de la Isla Melinka  no puede ser considerada como presunta víctima de las violaciones alegadas por el peticionario en el marco del presente caso individual.
24. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Chile es un Estado parte de la Convención desde el 21 de agosto de 1990, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
25. La Comisión tiene competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición

1.
Agotamiento de recursos internos
26. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 
27. En el presente caso, el peticionario aduce que se habrían agotado todas las instancias ordinarias ante la jurisdicción chilena. En concreto, el peticionario sostuvo que presentó un recurso de protección que fue rechazado el 26 de diciembre de 2002 por la Corte de Apelaciones de Coyhaique. El 2 de enero de 2003, el peticionario interpuso un recurso de apelación ante la Corte Suprema. El 5 de febrero de 2003 dicha Corte confirmó el fallo apelado. El peticionario informó que la sentencia le fue notificada en la misma fecha en que fue dictada, sin embargo, informó que la misma sólo estuvo disponible para los accionantes en la Corte de Apelaciones de Coyhaique el 24 de febrero de 2003.  Asimismo, el peticionario alegó que la Corte de Apelaciones desestimó y declaró sin lugar la acción por considerar que el acto que se reprochado a la autoridad municipal “lo ha ejecutado en la esfera y en desempeño de las funciones que le son propias y en uso, por ende, de facultades privativas”.
28. Según se infiere de los principios del derecho internacional, reflejados en los precedentes establecidos por la Comisión y la Corte Interamericana, resulta, en primer lugar, que el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita la invocación de la falta de agotamiento de los recursos internos
. En segundo lugar, la excepción de no agotamiento de los recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del procedimiento ante la Comisión, a falta de lo cual se presume la renuncia tácita a valerse de dicha excepción por parte del Estado interesado
. En tercer lugar, de acuerdo con la carga de la prueba aplicable en la materia, el Estado que alega el no agotamiento debe señalar los recursos internos que deben agotarse y proporcionar la prueba de su efectividad
.
29. En el presente caso, la Comisión considera que, en general, el recurso de protección y el recurso de apelación interpuestos por el peticionario, son recursos adecuados y efectivos para remediar violaciones a los derechos fundamentales. En este sentido, y tomando en cuenta que el Estado no presentó ningún alegato relacionado con el cumplimiento del requisito de previo agotamiento de los recursos internos ni indicó algún otro recurso que el peticionario debiera agotar,  la Comisión concluye que el requisito previsto por el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana ha sido cumplido por el peticionario.
2.
Plazo para la presentación de la petición

30. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46(1) de la Convención, para que se admita una petición ésta debe presentarse dentro de los seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva dictada a nivel nacional. 
31. En el presente caso, la última sentencia sobre el asunto se produjo el 5 de febrero de 2003, por la Corte Suprema de Justicia de Chile. Teniendo en cuenta que la petición fue recibida en la CIDH el 4 de agosto de 2003, la Comisión considera que en el presente caso se cumplió con el requisito estipulado en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.
3.
Duplicación de procedimientos y res judicata
32. El artículo 46(1)(c) establece que la admisión de una petición está supeditada al requisito de que el asunto “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y el artículo 47(d) de la Convención estipula que la Comisión no admitirá una petición que sea “sustancialmente la reproducción de una petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional.”  En el caso de autos no surge de las actuaciones ninguna de dichas circunstancias de inadmisibilidad. 
4.
Caracterización de los hechos alegados

33. Para efectos del informe de admisibilidad, la CIDH debe resolver en esta etapa del procedimiento únicamente si se exponen hechos, que de ser probados, pudieran caracterizar violaciones a la Convención, como lo estipula el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención, pero no establecer la existencia de dicha violación. El examen que corresponde efectuar en este momento es simplemente un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo del asunto. 
34. De la información y alegatos presentados por el peticionario se desprende que la Radio Estrella del Mar habría sido privada del acceso al suministro eléctrico provisto por la Municipalidad en la modalidad restringida de horario amplio, esto es, de ocho de la mañana a doce de la noche y en forma gratuita. Dicha decisión, según los alegatos del peticionario, estaría motivada en la animosidad del Alcalde para con la radio y habría generado una desigualdad entre los distintos medios de comunicación de Melinka, ya que los dos canales de televisión y la radio de la Municipalidad habrían continuado accediendo al servicio amplio de provisión de energía eléctrica. A juicio del peticionario, no existen razones distintas en las cuales se pueda razonablemente fundar la mencionada decisión. Finalmente, afirma que la decisión ocasiona un grave perjuicio al funcionamiento de la Radio y un efecto silenciador para todos los comunicadores que en ella trabajan.
35. La Comisión considera que, teniendo en cuenta los alegatos y la información presentada por el peticionario, en el presente caso podría existir una eventual afectación del derecho a la libertad de expresión y de la igualdad ante la ley de las presuntas víctimas. En efecto, si se comprueba lo alegado en relación a la arbitraria restricción en el acceso al servicio ampliado de provisión de energía eléctrica, motivado por la línea editorial de la radio, esos hechos podrían configurar una violación de los artículos 13 y 24 de la Convención Americana. 
36. En consecuencia, en el caso de autos la Comisión concluye que el peticionario ha formulado denuncias que, si son compatibles con otros requisitos y se comprueban como ciertas, podrían caracterizar una violación de los derechos que gozan de protección conforme a la Convención Americana; más específicamente de los previstos en los artículos 13 (libertad de pensamiento y de expresión) y 24 (igualdad ante la ley), en relación con el artículo 1(1) (obligación de respetar y garantizar derechos).
V.
CONCLUSIONES

37. La Comisión concluye que es competente para tomar conocimiento del caso de autos y que la petición es admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
38. En virtud de los argumentos fácticos y jurídicos que anteceden, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:
1. Declarar admisible el caso de autos en relación con las violaciones que se alegan, de los derechos reconocidos en los artículos 13 y 24, con relación al 1(1) de la Convención Americana.
2. Notificar la presente decisión a las partes.
3. Proseguir el análisis del fondo del asunto.
4. Hacer público el presente informe y publicarlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., al 1º día del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y Rodrigo Escobar Gil Miembros de la Comisión. 
El que suscribe, Santiago A. Canton, en su carácter de Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 49 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Santiago A. Canton

Secretario Ejecutivo
� El Comisionado Felipe González, de nacionalidad chilena, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17(2)(a) del Reglamento de la Comisión.


� Instituto Nacional de Estadísticas de Chile, Censo Nacional 2002. Disponible en, � HYPERLINK "http://www.ine.cl/canales/chile_estadistico/demografia_y_vitales/demografia/pdf/cdpubaldcasjunio2005.zip" ��http://www.ine.cl/canales/chile_estadistico/demografia_y_vitales/demografia/pdf/cdpubaldcasjunio2005.zip� (formato ZIP). 


� Véase, en general, C.I.D.H., Caso de Emérita Montoya González, Informe 48/96, Caso 11.553 (Costa Rica), en el Informe Anual de la CIDH 1996, OEA/Ser.L/V/II.95, Doc. 7 rev., 14 de marzo de 1997, párrafos 28, 31. 


� Corte I.D.H., Opinión Consultiva OC-14/94, "Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (Arts. 1 y 2 de la Convención Americana)", del 9 de diciembre de 1994, párr. 45, véase también, párrs. 46-47.
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